
 

 

Señor,  

JUEZ TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE VILLAVICENCIO - META 

E.  S.  D. 

 

 

Referencia: INCIDENTE DE NULIDAD 

Demandante: FONDO NACIONA DEL AHORRO 

Demandado: ADRIAN EDUARDO MARTINEZ ORTEGA 

Radicado: 500014003003-2017-01123-00 

 

CARLOS JAVIER CHAPARRO SERRANO, mayor de edad y domiciliado en la ciudad 

de Tunja-Boyacá, identificado con la cédula de ciudadanía No. 74.084.631 

expedida en Sogamoso, y portador de la tarjeta profesional No. 303976 del C. S. de 

la J., actuando como apoderado del señor ADRIAN EDUARDO MARTINEZ ORTEGA, 

identificado con cedula de ciudadanía N°. 13.378.096 de Convención – Norte de 

Santander, en calidad de demandado dentro del proceso de la referencia, me 

permito elevar ante este despacho Judicial INCIDENTE DE NULIDAD POR INDEBIDA 

NOTIFICACIÓN, y NULA NOTIFICACION DE PAGOS Y TRANSACION DE PAGO DE LA 

OBLIGACION VENCIDA, así como las correspondientes excepciones que aplican a 

este libelo, por los motivos que me permitiré manifestar a continuación: 

 

I.  HECHOS 

 

PRIMERO: El FONDO NACIONAL DEL AHORRO CARLOS LLERAS RESTREPO, por medio 

de su apoderado judicial, el abogado JAVIER BERNARDO MOYANO ROJAS, 

identificado con cedula de ciudadanía No. 86.088.796 y Tarjeta profesional 

No.190.377 del C.S de la J; interponen DEMANDA EJECUTIVA CON TITULO 

HIPOTECARIO, en contra de mi representado ADRIAN EDUARDO MARTINEZ ORTEGA. 

SEGUNDO: En el escrito de la demanda en el acápite de notificaciones como 

consta en el folio 80, la demandante indicó que se podría notificar al demandado, 

como a reglón reza, de la siguiente manera: 

 

 

 

TERCERO: El JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE VILLAVIVENCIO - META por 

medio del auto fechado del día siete (7) de febrero de 2018, admitió la demanda 

interpuesta por EL FONDO NACIONAL DEL AHORRO, libro mandamiento de pago, 

decreto el embargo del bien inmueble hipotecado, y ordenó a la parte 

demandante NOTIFICAR PERSONALMENTE a la parte demandada, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 290 del C. General del Proceso. 

CUARTO: En consecuencia, del auto que ordenó hacer la notificación personal, el 

apoderado judicial de la demandante, como consta en los folios 96 y 100, procedió 

a realizar la misma, con fecha del 27 de julio de 2018. 

QUINTO: La parte demandante por medio de memorial con fecha de recibido 27 

de septiembre de 2018, como consta en el folio 94, indica al juzgado: que incorpora 

al proceso la notificación según el artículo 291.  



 

Además, anexa al memorial certificado de la empresa de correos autorizada con 

la anotación: “UN FUNCIONARIO DE NUESTRA COMPAÑÍA VISITO LA DIRECCIÓN 

REGISTRADA DE LA PERSONA A NOTICAR Y CONFIRMA QUE EL DESTINATARIO ES 

DESCONOCIDO”, según consta en el folio 95. 

 

SEXTO: En el mismo memorial, la demandante argumenta: “En vista que se 

desconoce de otra dirección de residencia o de labor del aquí demandado que 

se solicita se ordene su emplazamiento a voces”.  Esta situación está entre dicho, 

ya que el apoderado judicial, por medio de la demandante, contaban con una 

dirección física para la notificación de mi poderdante, ya que el señor ADRIAN 

EDUARDO MARTINEZ ORTEGA, al momento de la compra del bien inmueble, 

deposito entre sus datos personales como dirección de contacto y fines de 

correspondencia, la dirección física calle 4 bis # 25-108 de la ciudad de 

Villavicencio, como consta en los folios 43,44,47,48,49,50,51,52,53,54,55, dirección 

que se mantuvo desde el año  2010, inicio del crédito hipotecario, hasta el día 27 

de junio de 2023, que fue cambiada, en actualización de datos, en la oficina del 

FONDO NACIONAL AHORRO de la ciudad de Villavicencio, circunstancias que se 

puede corroborar con los recibos de pago del crédito hipotecario de las cuota 01, 

cuota 49 y cuota 107,  que llegaron a la dirección física manifestada,  durante el 

tiempo señalado, como se deja prueba en los anexos de la presente. (Págs.1,2,3)  

 

SEPTIMO: En Auto de fecha Veinticuatro (24) de Octubre de Dos mil Dieciocho 

(2018), firmado por la juez ERIKA YISENIA MORA GARCIA, (folio 102), el despacho da 

la orden de emplazar al demandado para ser notificado de la demanda, 

mandamiento de pago y embargo del bien inmueble, este emplazamiento fue 

aceptado por el despacho sin tener en cuenta lo establecido en el: 

 

Artículo 292 de C. General del proceso, que exige:  

 

“Cuando no se pueda hacer la notificación del auto admisorio de la 

demanda o del mandamiento ejecutivo al demandado o la del auto que 

ordena citar a un tercero, o la de cualquier otra providencia que se deba 

realizar personalmente, se hará por medio de aviso que deberá expresar su 

fecha y la de la providencia que se notifica, el juzgado que conoce del 

proceso, su naturaleza, el nombre de las partes y la advertencia de que la 

notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega 

del aviso en el lugar de destino.” (negrilla y subrayado fuera del original) 

  

Acótese que la demandante en cabeza de su apoderado judicial, aportó al 

proceso, tres (3) copias idénticas de la guía N° 1400131627 de la empresa 

Intercostal, como consta en los folios 96, 97, 99, pero ninguna de una Notificación 

por aviso, como lo exige el Articulo 292 del C. General del Proceso 

 

OCTAVO: Mi poderdante, el señor ADRIAN EDUARDO MARTINEZ ORTEGA, mantuvo 

constante comunicación, vía telefónica con el FONDO NACIONAL DEL AHORRO, 

durante este tiempo, nunca fue informado por parte de la demandante ni de su 

apodero judicial, que contra él corría una DEMANDA EJECUTIVA CON TÍTULO 

HIPOTECARIO, en este despacho. 

 



NOVENO: Para el año 2017, la señora CAROLINA MEDINA SASTOQUE compañera 

sentimental de mi prohijado, fue diagnosticada con una grave enfermedad como 

se puede observar en los anexos de está, (aparte de historia clínica págs. 4,5,6), 

circunstancia que disminuyó el ingreso familiar e impidió que el demandado 

pudiera estar al día en los pagos de las cuotas del crédito hipotecario. 

 

 

DECIMO: Aun con las circunstancias anteriores, el demandado realizo pagos 

durante el periodo comprendido entre el año 2017 y 2019 que se enumeran en este 

acápite y se soportan como prueba en los anexos de la presente (págs. 7,8,9,10), 

y que no fueron notificados por la parte demandante al despacho, en su momento: 

 

FECHA DE PAGO VALOR ABONADO CUOTA CORREPONDIENTE A: 

Diciembre 12 de 2017 $700.000 Febrero-marzo de 2017 

Agosto 12 de 2018 $750.000 Marzo-abril de 2017 

Octubre 19 de 2018 $680.000 Abril –mayo de 2017 

Enero 14 de 2019 $700.000 Mayo-junio de 2017 

TOTAL $2.830.000  

 

DECIMO PRIMERO: El demandado mantuvo comunicación constante con el 

FONDO NACIONAL DE AHORRO y consta como prueba de ello que para el mes de 

agosto de 2019, la demandante y el demandado, llegaron a un acuerdo  de pago, 

y el día 30 de agosto de 2019 mi prohijado realizó  consignación por  valor de OCHO 

MILLONES DOCE MIL PESOS ($8.012.000), valor que dejo al día el saldo vencido y  da 

cumplimiento a lo acordado  por las partes; transacción que tampoco fue 

notificada por el apoderado judicial de la demandante al despacho, notificación 

que no pudo hacer el demandado por  desconocimiento del proceso ejecutivo en 

su contra. (Anexo, pág. 11). 

 

Cabe aquí señalar que en esta forma se configura la mala fe y las acciones 

temerarias por parte de la parte demandante, dado que, como reitero, teniendo 

el conocimiento del proceso y a sabiendas del desconociendo del demandado, 

continua con una acción judicial realizando el cobro de valores cancelados. 

 

DECIMO SEGUNDO: Como prueba de los anterior, se anexa recibos   posteriores al 

pago del día 30 de agosto de 2019, pertenecientes a las cuotas 103, cuota 104, 

cuota 105, cuota 106 y cuota 107, donde se observa que el saldo vencido que dio 

origen a la demanda, ya no se encuentra reflejado en estos, lo que comprueba 

que la obligación vencida fue extinguida por mi prohijado. (Anexo pág. 

12,13,14,15,16.) 

 

DECIMO TERCERO: Ante una nueva situación de atraso en el pago de las 

obligaciones, que inicio en la cuota 113, perteneciente al mes de agosto de 2020, 

situación que se debió a la contingencia en salud que atravesó el país, por la 

declaración de la pandemia, ya que mi prohijado para ese momento se dedicaba 

al transporte urbano de pasajeros, esta situación no le permitió laborar por el 

tiempo de prohibición.   

 

DECIMO CUARTO: Para este momento el demandado, ante la dificulta financiera 

por falta de trabajo, estuvo en contacto telefónico con asesores del FONDO 

NACIONAL DEL AHORRO, con el fin de solicitar, los alivios que autorizo el Estado por 

pandemia en los paquetes de créditos, pero el FONDO NACIONAL DEL AHORRO, 

se negó a autorizar cualquier alivio. 

 

DECIMO QUINTO:  Mi poderdante fue contactado por asesores del FONDO 

NACIONAL DEL AHORRO y de la casa de cobranzas AECSA (Abogados 

Especializados en Cobranzas S.A), pero, en ninguna de estas oportunidades de 

contacto, fue informado que corría en su contra un PROCESO EJECUTIVO CON 

TÍTULO HIPOTECARIO. 



 

DECIMO SEXTO: Para el día 24 de julio de 2023, el señor ADRIAN EDUARDO MARTINEZ 

ORTEGA, se acercó a la oficina del FONDO NACIONAL DEL AHORRO en la ciudad 

de Villavicencio-Meta, para obtener información con el fin de poder llegar a un 

nuevo acuerdo, como se  logró en el año 2019, la asesora que lo atendió en esta 

oportunidad imprimió la situación administrativa del crédito hipotecario, momento 

donde mi poderdante se pudo dar cuenta que existía un proceso ejecutivo en su 

contra, en el Juzgado Tercero Municipal de Villavicencio –Meta. (Anexo informe del 

crédito hipotecario, impreso, pág. 17)   

 

DECIMO QUINTO: El demandado se acercó al despacho del Juzgado Tercero Civil 

Municipal de Villavicencio-Meta, el día 25 de julio de 2023 para solicitar copia 

íntegra del proceso que corre en su contra, para así, poder hacerse parte del 

proceso.  

 

II. OMISIONES 

 

 

PRIMERO. La parte demandante en cabeza El FONDO NACIONAL DEL AHORRO 

CARLOS LLERAS RESTREPO y de su apoderado judicial OMITIERON lo establecido en 

el artículo 292 del C. General del Proceso cual establece:  

 

ARTICULO 292. NOTIFICACIÓN POR AVISO. Cuando no se pueda hacer la 

notificación personal del auto admisorio de la demanda o del mandamiento 

ejecutivo al demandado, o la del auto que ordena citar a un tercero, o la 

de cualquiera otra providencia que se debe realizar personalmente, se hará 

por medio de aviso que deberá expresar su fecha y la de la providencia que 

se notifica, el juzgado que conoce del proceso, su naturaleza, el nombre de 

las partes y la advertencia de que la notificación se considerará surtida al 

finalizar el día siguiente al de la entrega del aviso en el lugar de destino. 

 

Cuando se trate de auto admisorio de la demanda o mandamiento 

ejecutivo, el aviso deberá ir acompañado de copia informal de la 

providencia que se notifica. 

 

El aviso será elaborado por el interesado, quien lo remitirá a través de servicio 

postal autorizado a la misma dirección a la que haya sido enviada la 

comunicación a que se refiere el numeral 3 del artículo anterior. 

 

La empresa de servicio postal autorizado expedirá constancia de haber sido 

entregado el aviso en la respectiva dirección, la cual se incorporará al 

expediente, junto con la copia del aviso debidamente cotejada y sellada. 

En lo pertinente se aplicará lo previsto en el artículo anterior. 

 

Cuando se conozca la dirección electrónica de quien deba ser notificado, 

el aviso y la providencia que se notifica podrán remitirse por el Secretario o 

el interesado por medio de correo electrónico. Se presumirá que el 

destinatario ha recibido el aviso cuando el iniciador recepcione acuse de 

recibo. En este caso, se dejará constancia de ello en el expediente y 

adjuntará una impresión del mensaje de datos. 

 

SEGUNDO. La parte demandada en cabeza El FONDO NACIONAL DEL AHORRO y 

de su apoderado judicial OMITIERON notificar en la dirección física dispuesta por el 

demandado en los datos de contacto que quedaron depositados en la base de 

datos del FONDO NACIONAL DEL AHORRO, como se demuestra en las, pruebas y 

anexos de esta. 

 



TERCERO: La parte demandada en cabeza El FONDO NACIONAL DEL AHORRO y de 

su apoderado judicial OMITIERON notificar los pagos efectuados por el 

demandado, entre el periodo diciembre 2017 a enero del 2019. 

 

CUARTO. La parte demandada en cabeza El FONDO NACIONAL DEL AHORRO y de 

su apoderado judicial OMITIERON notificar del acuerdo de pago, firmado por la 

demandante y el demandado en el mes de agosto de 2019.  

 

QUINTO. La parte demandada en cabeza El FONDO NACIONAL DEL AHORRO y de 

su apoderado judicial OMITIERON notificar del pago por valor de OCHO MILLONES 

DOCE MIL PESOS $8.012.000, realizado por mi poderdante el día 30 de agosto de 

2019. 

 

SEXTO. El JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE VILLAVICENCIO-META OMITIÓ 

realizar el debido estudio de fondo y detallado sobre el curso que tomaba el 

proceso, concerniente al ámbito procesal. 

 

SEPTIMO. El JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE VILLAVICENCIO-META OMITIÓ 

ser el garante para todas las partes intervinientes, para que no se vulnerarán los 

derechos fundamentales y de esa manera fuera llevado a cabo el proceso en 

términos de igualdad procesal. 

 

 

III. CAUSALES DE NULIDAD DE TODO LO ACTUADO POR INDEBIDA 

NOTIFICACIÓN  

 

 

1. EN CUANTO A LA NULIDAD DEL PROCESO 

 

EL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO EN SU ARTÍCULO 132 ESTABLECE: 

 

Artículo 132. Control de legalidad: Agotada cada etapa del proceso el juez 

deberá realizar control de legalidad para corregir o sanear los vicios que 

configuren nulidades u otras irregularidades del proceso, las cuales, salvo 

que se trate de hechos nuevos, no se podrán alegar en las etapas siguientes, 

sin perjuicio de lo previsto para los recursos de revisión y casación. 

 

EL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO EN SU ARTÍCULO 133 ESTABLECE: 

 

Artículo 133. Causales de nulidad:  

 

El proceso es nulo, en todo o en parte, solamente en los siguientes casos: 

 

1. Cuando el juez actúe en el proceso después de declarar la falta de 

jurisdicción o de competencia. 

 

2. Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada del superior, 

revive un proceso legalmente concluido o pretermite íntegramente la 

respectiva instancia. 

 

3. Cuando se adelanta después de ocurrida cualquiera de las causales 

legales de interrupción o de suspensión, o si, en estos casos, se reanuda antes 

de la oportunidad debida. 

 

4. Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o cuando 

quien actúa como su apoderado judicial carece íntegramente de poder. 

 



2. Cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o 

practicar pruebas, o cuando se omite la práctica de una prueba que de 

acuerdo con  

la ley sea obligatoria. 

 

3. Cuando se omita la oportunidad para alegar de conclusión o para 

sustentar un recurso o descorrer su traslado. 

 

4.  Cuando la sentencia se profiera por un juez distinto del que escuchó 

los alegatos de conclusión o la sustentación del recurso de apelación. 

 

5. CUANDO NO SE PRACTICA EN LEGAL FORMA LA NOTIFICACIÓN DEL 

AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA A PERSONAS DETERMINADAS, o el 

emplazamiento de las demás personas, aunque sean indeterminadas, que 

deban ser citadas como partes, o de aquellas que deban suceder en el 

proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita 

en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad 

que de acuerdo con la ley debió ser citado. 

 

Cuando en el curso del proceso se advierta que se ha dejado de notificar 

una providencia distinta del auto admisorio de la demanda o del 

mandamiento de pago, el defecto se corregirá practicando la notificación 

omitida, pero será nula la actuación posterior que dependa de dicha 

providencia, salvo que se haya saneado en la forma establecida en este 

código. 

 

PARÁGRAFO. Las demás irregularidades del proceso se tendrán por 

subsanadas si no se impugnan oportunamente por los mecanismos que este 

código establece. (negrilla fuera del texto original). 

 

EL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO EN SU ARTÍCULO 134 ESTABLECE: 

 

Artículo 134. Oportunidad y trámite 

 

LAS NULIDADES PODRÁN ALEGARSE EN CUALQUIERA DE LAS INSTANCIAS 

ANTES DE QUE SE DICTE SENTENCIA O CON POSTERIDAD A ESTA, SI OCURRIEREN 

EN ELLA. 

 

La nulidad por indebida representación o falta de notificación o 

emplazamiento en legal forma, o la originada en la sentencia contra la cual 

no proceda recurso, podrá también alegarse en la diligencia de entrega o 

como excepción en la ejecución de la sentencia, o mediante el recurso de 

revisión, si no se pudo alegar por la parte en las anteriores  

oportunidades. 

 

Dichas causales podrán alegarse en el proceso ejecutivo, incluso con 

posterioridad a la orden de seguir adelante con la ejecución, mientras no 

haya terminado por el pago total a los acreedores o por cualquier otra  

causa legal. 

 

El juez resolverá la solicitud de nulidad previo traslado, decreto y práctica de 

las pruebas que fueren necesarias. 

 

La nulidad por indebida representación, notificación o emplazamiento, solo 

beneficiará a quien la haya invocado. Cuando exista litisconsorcio necesario 

y se hubiere proferido sentencia, esta se anulará y se integrará el 

contradictorio.” (negrilla fuera del texto original). 

 



Que a este punto es claro señalar las faltas llevadas durante el proceso y cabe 

resaltar que existe una falta al debido proceso siendo esto un atropello a las 

normas y a los principios que rigen la administración de justicia, que rompen el 

derecho de contradicción y defensa el cual es fundante del debido proceso y 

pilar de nuestro sistema judicial. 

Que es claro que este despacho omitió actuaciones procesales que no operan 

al arbitrio del operador judicial si no que se encuentran regladas por la norma y 

son de imperioso cumplimiento; no sin antes desconocer que la parte 

demandante a inducido a error y llevado al despacho a estas palmarias 

violaciones del debido proceso, donde es claro un proceder de mala fe del 

profesional del derecho apoderado de la parte demandante omitiendo 

actuaciones y causando fraude a la ley aportando notificaciones de una mismo 

envió y no del procedimiento de la notificación por aviso, prueba de ello son 

sus propias guías de envío, aportadas como carga procesal.  

 

De otra parte, debo señalar a este despacho acatar las referencias 

jurisprudenciales como fuente del derecho, a donde traigo y señalo para este 

caso en concreto las siguientes:  

 

EN SENTENCIA T 025 del 2018, La Honorable Corte Constitucional expreso: 

 

 “Notificación judicial-Elemento básica del debido proceso  

 

La notificación judicial constituye un elemento básico del derecho 

fundamental al debido proceso, pues a través de dicho acto, sus 

destinatarios tienen la posibilidad de cumplir las decisiones que se les 

comunican o de impugnarlas en el caso de que no estén de acuerdo y de 

esta forma ejercer su derecho de defensa. 

 

La Notificación, como medio de tutela de los derechos fundamentales, en 

cualquier clase de proceso, es la garantía Constitucional, del derecho de 

Contradicción, en el cual la parte pasiva del litigio, encuentra el desarrollo 

oportuno de la defensa y la excepciones. Es la comunicación procesal más 

importante, ya que coloca en conocimiento, las decisiones judiciales dando 

cumplimento al debido proceso. Como también efectiviza el principio de 

seguridad jurídica, siendo el acto procesal que garantiza la certeza del 

conocimiento de estas, y coloca en acción el artículo 29 de la CP. 

 

 EN SENTENCIA T-489 de 2006, en la que se determinó que: 

 

“[E]l principio de publicidad de las decisiones judiciales hace parte del 

núcleo esencial del derecho fundamental al debido proceso, como quiera 

que todas las personas tienen derecho a ser informadas de la existencia de 

procesos o  

actuaciones que modifican, crean o extinguen sus derechos y obligaciones 

jurídicas. De hecho, sólo si se conocen las decisiones judiciales se puede 

ejercer el derecho de defensa que incluye garantías esenciales para el ser 

humano, tales como la posibilidad de controvertir las pruebas que se 

alleguen en su contra, la de aportar pruebas en su defensa, la de impugnar 

la sentencia condenatoria y la de no ser juzgado dos veces por el mismo 

hecho”. (Negrilla fuera del texto original). 

 

SENTENCIA AF-0082022. Tribunal Superior del Distrito Judicial Sala de Decisión 

Civil-Familia de Pereira-Risaralda. 

 

En sus consideraciones expresa:  

 

“4. Una de las más relevantes garantías fundamentales para los 

asociados en un Estado social de derecho como el nuestro, es el acceso a 



la justicia, compendiado en los artículos 228 y 229 de la Constitución Política. 

Por supuesto que esa prerrogativa, una vez lograda, debe ir acompañada 

del respeto por el debido proceso, que se aplica todas las actuaciones 

judiciales y administrativas y comprende, al decir del artículo 29 de la Carta, 

el derecho de toda persona de ser oído en el juicio, de ejercitar su derecho 

de defensa, de presentar pruebas y controvertir las que se en su contra se 

alleguen, de impugnar las decisiones que le sean contrarias y de no ser 

juzgado dos veces por el mismo hecho.  

 

Para lograr tal cometido, cuando del demandado se trata, la ley procesal 

civil tiene previstas las formas de notificación, entre las cuales destaca, por 

ser la más relevante de todas, la que corresponde al auto admisorio de la 

demanda -en los procesos de conocimiento- o el mandamiento de pago -

en los ejecutivos-. En este caso, para ir destacando algunas inexactitudes 

del recurrente, no se trata de un proceso de ejecución en el que se deba 

notificar un mandamiento de pago, según mencionó, sino de uno 

declarativo. Así que la deficiencia se refiere a la notificación del auto que 

admitió la demanda.  

 

Por la trascendencia que tiene, es al demandante, en primer lugar, a quien 

le incumbe adoptar todas las medidas a su alcance para lograr la adecuada 

vinculación del demandado, echando mano de las herramientas a su 

alcance para que reciba las comunicaciones pertinentes y pueda, dentro 

del marco legal, enterarse del proceso seguido en su contra.   

  

Y si el demandante incumpliera su deber, corresponderá al juez velar por la 

protección del derecho de defensa del demandado, cuando advierta la 

insuficiencia en las gestiones adelantadas por aquel, cual debió acontecer 

aquí, incluso desde antes de que se propusiera la nulidad.” (Negrilla fuera 

del original) 

 

IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO QUE SUSTENTAN LA SOLICITUD 

 

1. EN CUANTO AL DEBIDO PROCESO Y LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA,  

 

 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA 

 

ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 

preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y 

con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. 

 

ARTICULO 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus 

decisiones son independientes. Las actuaciones serán públicas y 

permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas 

prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán 

con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será 

desconcentrado y autónomo. 

 

ARTICULO 229. Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la 

administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la 

representación de abogado. 

 

CODIGO GENERAL DEL PROCESO 

 

ARTÍCULO 14. DEBIDO PROCESO. El debido proceso se aplicará a todas las 

actuaciones previstas en este código. Es nula de pleno derecho la prueba 

obtenida con violación del debido proceso. 



SENTENCIA C-341/14 

 

“DERECHO AL DEBIDO PROCESO-Definición/DEBIDO PROCESO-Garantías 

 

 La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al debido proceso 

como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través 

de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación 

judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus 

derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia. Hacen parte de las 

garantías del debido proceso: (i) El derecho a la jurisdicción, que a su vez 

conlleva los derechos al libre e igualitario acceso a los jueces y autoridades 

administrativas, a obtener decisiones motivadas, a impugnar las decisiones 

ante autoridades de jerarquía superior, y al cumplimiento de lo decidido en 

el fallo; (ii) el derecho al juez natural, identificado como el funcionario con 

capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en determinado proceso 

o actuación, de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la calidad de las 

personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y la ley; (iii) 

El derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios 

legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De 

este derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios adecuados 

para la preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un 

abogado cuando sea necesario, a la igualdad ante la ley procesal, a la 

buena fe y a la lealtad de todas las demás personas que intervienen en el 

proceso; (iv) el derecho a un proceso público, desarrollado dentro de un 

tiempo razonable, lo cual exige que el proceso o la actuación no se vea 

sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables; (v) el derecho a la 

independencia del juez, que solo es efectivo cuando los servidores públicos 

a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen 

funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo y (vi) 

el derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, 

quienes siempre deberán decidir con fundamento en los hechos, conforme 

a los imperativos del orden jurídico, sin designios anticipados ni 

prevenciones, presiones o influencias ilícitas.”(Negrilla fuera del original). 

 

2. EN CUANTO A LA NOTIFICACION POR AVISO 

 

CODIGO GENERAL DEL PROCESO 

 

ARTÍCULO 292. NOTIFICACIÓN POR AVISO.  

 

Cuando no se pueda hacer la notificación personal del auto admisorio de 

la demanda o del mandamiento ejecutivo al demandado, o la del auto que 

ordena citar a un tercero, o la de cualquiera otra providencia que se debe 

realizar personalmente, se hará por medio de aviso que deberá expresar su 

fecha y la de la providencia que se notifica, el juzgado que conoce del 

proceso, su naturaleza, el nombre de las partes y la advertencia de que la 

notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega 

del aviso en el lugar de destino. 

 

Cuando se trate de auto admisorio de la demanda o mandamiento 

ejecutivo, el aviso deberá ir acompañado de copia informal de la 

providencia que se notifica. 

El aviso será elaborado por el interesado, quien lo remitirá a través de servicio 

postal autorizado a la misma dirección a la que haya sido enviada la 

comunicación a que se refiere el numeral 3 del artículo anterior. 

 

La empresa de servicio postal autorizado expedirá constancia de haber sido 

entregado el aviso en la respectiva dirección, la cual se incorporará al 



expediente, junto con la copia del aviso debidamente cotejada y sellada. 

En lo pertinente se aplicará lo previsto en el artículo anterior. 

 

Cuando se conozca la dirección electrónica de quien deba ser notificado, 

el aviso y la providencia que se notifica podrán remitirse por el Secretario o 

el interesado por medio de correo electrónico. Se presumirá que el 

destinatario ha recibido el aviso cuando el iniciador recepcione acuse de 

recibo. En este caso, se dejará constancia de ello en el expediente y 

adjuntará una impresión del mensaje de datos. 

 

3. EN CUANTO AL EMPLAZAMIENTO  

 

ARTÍCULO 293. EMPLAZAMIENTO PARA NOTIFICACIÓN PERSONAL. Cuando el 

demandante o el interesado en una notificación personal manifieste que 

ignora el lugar donde puede ser citado el demandado o quien deba ser 

notificado personalmente, se procederá al emplazamiento en la forma 

prevista en este código. 

 

La Sentencia CSJ SC, 4 jul. 2012, rad. 2010-00904-00, que reitero la Sentencia 

de octubre 23 de 1978, CSJ SC, 3 ago. 1995, rad. 4743, que a su vez fue 

mencionada en la SC1367-2022 de la CSJ, dejo una claridad sobre su relativa 

importancia: 

 

SENTENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO SC1367-2022. 

 

En palabras del precedente,  

 

“dentro de las complejas connotaciones que a la lealtad procesal le suelen 

ser atribuidas, se destaca aquella en virtud de la cual se le impone al litigante 

la obligación de honrar la palabra dada, esto es, de no traicionar la 

confianza que el juez o las partes depositan en sus dichos. De las muchas 

manifestaciones que las partes deben hacer, adquiere particular 

importancia aquella por cuya virtud se le autoriza para que afirme que 

ignora la habitación y el lugar de trabajo del demandado, e, igualmente, 

que este no figura en el directorio telefónico, o que está ausente y se 

desconoce su Radicación n.° 11001-02-03-000-2018-02992-00 14 paradero, 

todo ello con miras a que el juez decrete su emplazamiento en los términos 

del artículo 318 ibídem.  

 

Como es sabido, por mandato del artículo 314 del Código de Procedimiento 

Civil, debe hacerse personalmente la notificación al demandado o a su 

representante o apoderado judicial, del auto que confiere traslado de la 

demanda o que libra mandamiento ejecutivo, y en general la de la primera 

providencia que se dicte en todo proceso, disposición con la cual quiso 

asegurarse el legislador que el demandado tuviera un conocimiento directo 

e inmediato de la causa adelantada en su contra, con el fin de garantizarle 

el cabal ejercicio del derecho de contradicción. De manera excepcional, y 

con miras a salvar el escollo que se le presenta al demandante que 

desconoce el paradero de su demandado, dispone el artículo 318 ejusdem 

que “...Cuando el interesado en una notificación personal manifieste bajo 

juramento, que se considera prestado por la presentación de la solicitud, 

que ignora la habitación y el lugar de trabajo de quien debe ser notificado 

personalmente y que este no figura en el directorio telefónico, o que se 

encuentra ausente y no conoce su paradero, el juez ordenará el 

emplazamiento de dicha persona...” (...).  

 

Mas, como acaba de decirse, esta forma excepcional de convocar al litigio 

al demandado, por su propia naturaleza solo suple la notificación personal 

de que trata el artículo 314 ídem, en la medida en que se satisfaga de 



manera exacta el supuesto factico que la norma prevé, es decir, que el 

demandante ignore la habitación o el lugar del trabajo del demandado. 

Pero esta nesciencia que exige la ley como supuesto de índole factual, vista 

a la luz de los principios éticos antedichos, no puede ser la ignorancia 

supina, es decir la de aquel negligente que no quiere saber lo que está a su 

alcance, o la del que se niega a conocer lo que debe saber, pues en estas 

circunstancias, es de tal magnitud su descuido que, frente a la confianza que 

tanto el juez como la parte le han depositado y que reclaman de él un 

comportamiento leal y honesto, equivale a callar lo que se sabe, es decir, 

es lo mismo que el engaño.  

 

De ahí que, luego de describirlo como un “comportamiento socarrón, 

notoria picardía que trasciende los límites de la ingenuidad” haya dicho la 

Corte: “...En conclusión, si de conformidad con el artículo 318 del Código de 

Procedimiento Civil solo puede procederse al emplazamiento de quien 

debe ser notificado personalmente del auto admisorio de la demanda 

cuando se ignore su habitación y el lugar de su trabajo, es claro que tal 

medio de notificar no puede emplearse cuando quien presenta la solicitud 

de emplazamiento si conoce esos lugares o al menos, cuando existen 

razonables motivos para inferir que no es posible desconocerlos...” 

(Sentencia de Octubre 23 de 1978)» (CSJ SC, 3 ago. 1995, rad. 4743; reiterada 

en CSJ SC, 4 jul. 2012, rad. 2010-00904-00). (negrilla y subrayado fuera del 

texto original). 

 

4. EN CUANTO A LA OBLIGACIÓN DE INFORMAR AL DESPACHO. 

 

Es un deber profesional que el apoderado judicial, de la parte ejecutante 

informe acuerdos, transacciones, abonos parciales o el pago total de la 

obligación, al despacho, esta OMISIÓN, señalada en el: 

 

Ley 1123 de 2007 

Artículo 37. Constituyen faltas a la debida diligencia profesional: 

Numeral 4°: Omitir o retardar el reporte a los Juzgados de los abonos a las 

obligaciones que se están cobrando judicialmente. 

 

Y en Sentencia 11001110200020110676702, Feb. 17/16, la Comisión Nacional 

de Disciplina Judicial, señala. 

 

“la abogada faltó a su deber de atender con celosa diligencia sus encargos 

profesionales, teniendo la obligación de informar al juzgado los abonos 

realizados a la deuda por parte del demandado, pues solo lo hizo más de 

tres años después de haberse dado el primer abono, lo que claramente 

denota la falta disciplinaria, al demorar la comunicación al juzgado de 

conocimiento del recibo de los dineros producto de su gestión profesional.” 

 

 

V. PETICIONES 

 

De manera respetuosa, y con base en los hechos y los fundamentos de derecho, 

anteriormente planteados se solicita: 

 

PRIMERO. Que se DECLARE por parte del Despacho judicial, la nulidad de todo lo 

actuado a partir del auto que ordena notificar al demandado, del proceso 

identificado con radicado No. 50001400300320170112300, y, por lo tanto, se 

retrotraigan las actuaciones. 

 

SEGUNDO: Se declare la improcedencia del proceso por ser las peticiones del 

mismo, hechos superados, dado que existe pago de las obligaciones del petitorio 

de este proceso. 



 

TERCERO: Dada las actuaciones y omisiones del profesional del derecho de la parte 

demandante y al observarse su mala fe y falta de diligencia profesional, solicito al 

despacho compulsar las copias correspondientes al Consejo Seccional de la 

Judicatura. 

 

VI. ANEXOS Y PRUEBAS 

 

PRUEBAS 

 

1. Imagen de los recibos de la cuota 1, cuota 49 y cuota 107, donde consta la 

dirección de entrega física de correspondencia del demandado, la cual 

prueba que EL FONDO NACIONAL DEL AHORRO, entre los datos de contacto 

del demandado tenía una dirección de correspondencia, diferente a la del 

bien hipotecado.  

 

2. Imágenes de aparte de la historia clínica de la señora Carolina Medina, con 

diagnóstico de cáncer. 

 

3. Imágenes de los Recibos cancelados por el demandado, entre el periodo 

diciembre 12 de 2017 a enero 14 de 2019. 

 

4. Imagen del recibo de pago con fecha 30 de agosto de 2019, por valor de 

OCHO MILLONES DOCE MIL PESOS ($8.012.000). 

 

5. Imágenes de los recibos de pago de las cuotas 103, 104, 105,106 y 107. 

 

6. Imagen del informe impreso por EL FONDO NACONAL DEL AHORRO, con 

fecha de 24 de julio 2023. 

 

 

ANEXOS 

 

1. Poder para actuar (anexos, pág.18) 

 

 

DE OFICIO  

 

Solicito a este despacho de manera oficiosa requerir a la parte demandante 

aportar el expediente completo del crédito hipoteca XXXXXXXXXXXXXXXX 

Prueba solicitada para confrontar y dejar de manera completa en el 

expediente que reposa al juzgado. 

 

 

VII. DECLARACIÓN BAJO LA GRAVEDAD DE JURAMENTO 

 

Manifiesta mi poderdante ADRIAN EDUARDO MARTINEZ ORTEGA, identificado 

con cedula de ciudadanía número 13.378.096, bajo la gravedad de juramento, 

que NO fue notificado en debida forma del proceso 2017-1123, desconociendo 

totalmente el proceso que cursa en su contra, vulnerando el derecho al debido 

proceso y con ello a estructurar una defensa técnica en condiciones de 

igualdad. 

 

 

 

 



NOTIFICACIONES 

 

Del demandado: 

Correo Electrónico:  adrianedumartinez74@gmail.com 

    caro_mesas@hotmail.com 

celular:   3115359458 

Dirección: Calle 20 sur N° 37-34 barrio Nuevo Horizonte   

Villavicencio.     

 

El suscrito recibirá notificaciones:  

 

Correo Electrónico:      abgjavier12@gmail.com  

           serranoalbaconsultores@gmail.com  

Celular:    318 3780326 

Dirección: Calle 22 Nº 9 – 27 Centro Profesional Andaluz Oficina 210, 

Tunja. 

 

 

Del señor Juez, 

 

 

 

 

CARLOS JAVIER CHAPARRO SERRANO 

C.C. 74.084.631 

T.P. 303976 del C. S. de la J. 
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DEIBY ALEJANDRO BOLIVAR <serranoalbaconsultores@gmail.com>

REMITO PODER
1 mensaje

ADRIAN EDUARDO MARTINEZ <adrianedumartinez74@gmail.com> 28 de agosto de 2023, 17:59
Para: "abgjavier12@gmail.com" <abgjavier12@gmail.com>, "serranoalbaconsultores@gmail.com" <serranoalbaconsultores@gmail.com>

Cordial saludo,

mediante el presente, se remite poder al profesional del derecho  CARLOS JAVIER CHAPARRO SERRANO, para que me represente en el proceso de la referencia, realizando la correspondiente defensa en
proceso ejecutivo.

Atentamente, 

ADRIAN EDUARDO MARTINEZ ORTEGA
C.C. 13.378.096
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